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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 11 de 
octubre de 2023, ha examinado el 
expediente de resolución del 
contrato de obras celebrado entre 
el Ayuntamiento de xxxx y la 
empresa qqqq, S.L., y, a la vista 
del mismo y tal como corresponde 
a sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 139/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 28 de marzo de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato de obras de “construcción del centro social de cccc”, celebrado 
entre el Ayuntamiento de xxxx y la empresa qqqq, S.L. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 30 de marzo de 2023, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 139/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la Consejera Sra. Ares González.  

 
Primero.- El 27 de diciembre de 2021 el Ayuntamiento de xxxx 

adjudica el contrato de obras de “construcción del centro social de cccc” a 
qqqq, S.L. El 24 de febrero de 2022 se firma el acta de comprobación del 
replanteo y de comienzo de la obra. 

 
Segundo.- El 26 de mayo de 2022 la contratista presenta un escrito 

en el que expone que se ha producido un desequilibrio económico-financiero 
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del contrato, originado, según ella, “por causas sobrevenidas e imprevisibles 
con posterioridad al momento de la formulación de los Pliegos derivada de 
una incontrolada subida de precios en todos y cada uno de los elementos de 
producción que determinan el coste del suministro y prestación de servicio 
objeto del contrato”. Solicita una “Revisión de Precios unitarios fijados en los 
Pliegos, derivados de esta excepcional, sobrevenida e imprevisible situación 
de aumento de costes, en aplicación de las medidas correctoras previstas por 
la Ley de Contratos del Sector Público (…), o cualesquiera mecanismos en 
tipos o coeficientes de regulación del sistema de precios, que por analogía se 
estén aplicando en cualesquiera otros sectores de contratación con la 
Administración Pública”. Todo ello con base a las argumentaciones contenidas 
en el mismo y al amparo del artículo 205 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP). Subsidiariamente, si no 
fuera posible la revisión de precios instada, solicita resolver el contrato de 
mutuo acuerdo sin incautación de la fianza, “debido a las circunstancias 
sobrevenidas y no previsibles en el momento de la licitación”.   

 
La Administración no se pronuncia expresamente ni sobre la revisión 

de precios ni sobre la resolución por mutuo acuerdo. 
 
Tercero.- El 10 de julio la secretaria accidental del Ayuntamiento 

emite informe de valoración de daños y perjuicios producidos por la actuación 
de la contratista, que ascenderían a un total de 49.560,61 euros. 

 
Cuarto.- El 19 de julio de 2022 la Junta de Gobierno Local del 

Ayuntamiento acuerda incoar el procedimiento de resolución del contrato de 
referencia, por incumplimiento del plazo de 12 meses de ejecución del 
contrato, considerado en el pliego como obligación esencial. 

 
Dicho acuerdo aparece precedido de los informes de la Secretaría del 

Ayuntamiento y de la dirección de obra, de 10 de julio y 2 de mayo de 2022, 
respectivamente, dirigidos a acreditar el incumplimiento que se invoca y a 
cuantificar los daños y perjuicios.  

 
Consta igualmente la solicitud de revisión excepcional de precios 

formulada por la contratista el 26 de mayo de 2022, e informe desfavorable 
sobre la misma de la dirección de obra.  

 
Quinto.- Concedido trámite de audiencia a la contratista el 29 de julio 

de 2022, esta presenta alegaciones el 8 de agosto en las que se opone a la 
resolución contractual por incumplimiento culpable, a la incautación de la 
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garantía y al abono de una indemnización, por no concurrir los requisitos 
previstos en la ley. Afirma su buena fe y alega falta de justificación en el 
cálculo de los daños y perjuicios que se le imputan. 
 

Sexto.- El 9 de septiembre la dirección de obra emite informe sobre 
las alegaciones presentadas, que considera improcedentes.  

 
Séptimo.- El 17 de noviembre se formula informe-propuesta de 

resolución del contrato por la causa expresada en el acuerdo de inicio. En la 
misma fecha se dispone la remisión del expediente al Consejo Consultivo de 
Castilla y León para que emita dictamen.  

 
Octavo.- El 22 de noviembre este Consejo Consultivo emite su 

Dictamen nº 622/2022 en el que concluye que procede declarar la caducidad 
del procedimiento de resolución del contrato. 

 
Noveno.- A la vista de dicho dictamen, el 17 de enero de 2023 el 

Pleno del Ayuntamiento declara la caducidad del procedimiento e incoa uno 
nuevo para acordar, si procede, la resolución del contrato de obras referido. 
Asimismo se acuerda dar audiencia a la contratista y al avalista por un plazo 
de diez días. 

 
Décimo.- El 7 de febrero siguiente tienen entrada en el registro del 

Ayuntamiento las alegaciones de la contratista, en las que se opone a la 
resolución y a la incautación de la garantía y al abono de una indemnización 
de daños y perjuicios. De dicha oposición se da traslado a la dirección 
facultativa y a los servicios técnico-jurídicos municipales para la emisión del 
informe correspondiente. 

 
La dirección facultativa se ratifica en su informe de 9 de septiembre 

de 2022. 
 
Undécimo.- El 24 de marzo se formula propuesta de resolución por 

la que se desestiman las alegaciones de la contratista, se resuelve el 
contrato por el incumplimiento de plazos y se fija una indemnización de 
49.560,61 euros. 

 
El mismo día se dicta decreto de la Alcaldía por el que se suspende el 

plazo de tramitación del procedimiento de resolución y se solicita dictamen al 
Consejo Consultivo. 
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El 27 de marzo se notifica dicho decreto a la contratista, al avalista y a 
la dirección facultativa. Igualmente se notifica a los interesados la suspensión 
del plazo del procedimiento hasta la emisión de dictamen por el Consejo 
Consultivo de Castilla y León. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo para que emitiera dictamen.  
 
Duodécimo.- Por Acuerdo de 11 de mayo de 2023, del Presidente 

del Consejo Consultivo, se requiere al Ayuntamiento para que complete el 
expediente en el sentido de incorporar a este el informe de 23 de marzo de 
2022 presentado por la contratista “solicitando la modificación del contrato y 
actualizar los precios para restablecer el equilibrio económico de la obra y si 
no fuera posible, resolver el contrato de mutuo acuerdo”, así como las actas o 
documentos acreditativos de las reuniones de 23 de marzo y 24 de mayo de 
2022 entre el Ayuntamiento y la contratista.  

 
En la misma fecha se suspende el plazo para emitir el dictamen. 
 
Decimotercero.- El 2 de junio se recibe la documentación solicitada.  
 
Según los informes de la dirección facultativa remitidos, de 2 de mayo 

y de 9 de septiembre de 2022, respectivamente, las obras llevan paradas por 
la contratista desde el 23 de marzo de ese año. 

 
Analizada dicha documentación, se reanuda el plazo para la emisión 

del dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS  

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 
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2ª.- La normativa aplicable viene determinada por el pliego de 
cláusulas administrativas particulares (PCAP) que rige el contrato, por la LCSP 
y por el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (RGLCAP).  

 
En cuanto al procedimiento para la resolución del contrato, los artículos 

190 y 191 de la LCSP establecen como trámites preceptivos la audiencia al 
contratista y, en su caso, al avalista y, cuando se formule oposición por parte 
del contratista -como ocurre en este supuesto-, el dictamen del Consejo de 
Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva.  

 
La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar 

sus efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los 
artículos 190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. 

 
3ª.- El artículo 212.8 de la LCSP dispone que el plazo máximo para 

resolver los procedimientos de resolución contractual es de ocho meses, 
produciéndose en otro caso su caducidad. El fundamento del establecimiento 
de un plazo de caducidad es la seguridad jurídica, que trata de conseguirse 
dando respuesta a los expedientes en un plazo razonable. 

 
Sin embargo, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de marzo 

de 2021, por la que se declara la inconstitucionalidad de determinados 
preceptos de la LCSP, ha afectado directamente al citado artículo. Considera 
que el artículo 212.8 es “una norma de naturaleza auxiliar y procedimental 
que no puede ser considerada básica. La regulación relativa a la duración de 
la tramitación de los expedientes de resolución contractual podría ser sustituida 
por otra elaborada por las comunidades autónomas con competencia para ello, 
sin merma de la eficacia de los principios básicos en materia de contratación 
pública (STC 141/1993, FJ 5). 
 

»Por tanto, procede declarar contrario al orden constitucional de 
competencias al art. 212.8 LCSP. No se precisa pronunciar su nulidad, dado 
que la consecuencia de aquella declaración es solamente la de que no será 
aplicable a los contratos suscritos por las Administraciones de las comunidades 
autónomas, las corporaciones locales y las entidades vinculadas a unas y 
otras [SSTC 50/1999, FFJJ 7 y 8; 55/2018, FFJJ 7 b) y c)]”. 
 

En la Comunidad de Castilla y León existe la disposición adicional primera 
de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, que, en su redacción inicial, señalaba en su apartado 2 que “En 
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el ámbito de la Administración General e Institucional de la Comunidad de 
Castilla y León el plazo máximo para resolver y notificar los procedimientos 
de resolución de los contratos celebrados por aquellas, cuando se hayan 
iniciado de oficio, será de ocho meses contados desde la fecha del acuerdo 
de iniciación, transcurrido este plazo sin que se haya dictado y notificado 
resolución expresa se producirá la caducidad en los términos previstos en el 
artículo 44.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común”. Tal 
disposición no es aplicable a las entidades locales. 

 
No obstante, el artículo 19 de la Ley 1/2023, de 24 de febrero, de 

Medidas Tributarias, Financieras y Administrativas (publicada en el BOCyL de 
6 de marzo de 2023), ha modificado el apartado 2 de la citada disposición 
adicional, para establecer el mismo plazo para los procedimientos tramitados 
por las entidades locales, y queda redactada como sigue: “2. En el ámbito de 
la Administración General e Institucional de la Comunidad de Castilla y León, 
así como de las entidades locales de Castilla y León y de sus entidades 
vinculadas, el plazo máximo para resolver y notificar los procedimientos de 
resolución de los contratos celebrados por aquellas será de ocho meses 
contados desde la fecha del acuerdo de iniciación. Transcurrido este plazo 
sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se producirá la 
caducidad en los términos previstos en el artículo 25.1 b) de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas” (LPAC). 

 
Dado que dicha ley no contiene ninguna disposición transitoria sobre la 

aplicación del nuevo plazo a los procedimientos en tramitación (tampoco hay 
ninguna indicación en la disposición transitoria primera de la LCSP), habrá de 
tenerse en cuenta la disposición transitoria tercera, letra a) de la LPAC según 
la cual, “A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la 
Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior″.  

 
Por ello, en el asunto sometido a consideración, al haberse acordado 

el inicio del procedimiento el 17 de enero de 2023, no es de aplicación la 
nueva redacción del apartado 2 de la disposición adicional primera de la Ley 
1/2012, de 28 de febrero (dada por la Ley 1/2023, de 24 de febrero), sino las 
previsiones de la LPAC (norma básica), que establece que cuando las normas 
reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, este será de tres 
meses (artículo 21.3) a contar desde la fecha del acuerdo de iniciación; y 
que la falta de resolución expresa en determinados procedimientos iniciados 
de oficio producirá su caducidad (artículo 25.1.b).  
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El acuerdo de inicio, tal y como se acaba de señalar, es de 17 de enero 

de 2023, la propuesta de resolución y el acuerdo de suspensión del plazo para 
dictar y notificar la resolución es de 24 de marzo, y el 27 de marzo se 
notificó a los interesados el decreto de suspensión, por lo que puede 
concluirse que no se ha producido la caducidad del procedimiento.  

 
Por otro lado, en el ámbito de la Administración local, el artículo 114.3 

del texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de 
Régimen Local, aprobado por el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de 
abril, establece como necesarios en el seno de este procedimiento, los 
informes de la Secretaría y de la Intervención, informe este último que no 
consta en el expediente remitido.  

 
4º.- En cuanto al fondo del asunto, la Administración consultante no 

especifica en su propuesta de resolución es la causa concreta de resolución 
del contrato que invoca, si bien de los antecedentes fácticos y de la 
documentación obrante en el expediente administrativo puede inferirse que 
se trataría de las recogidas en las letras d) y f) del artículo 211.1 de la LCSP, 
esto es, “La demora en el cumplimiento de los plazos por parte del 
contratista” y “El incumplimiento de la obligación principal del contrato”. 

 
Considera la Administración que “El adjudicatario no se opone a la 

resolución, sino a la resolución por incumplimiento culpable, al considerar 
que no ha existido por su parte culpabilidad y, en consecuencia, con ese 
planteamiento, a la incautación de la garantía, así como de la indemnización”. 
Además, entiende que “La revisión de precios propuesta por el contratista no 
se ajusta a derecho” y que existe informe de la Secretaría del Ayuntamiento, 
de 10 de julio de 2022, en el cual se cuantifican los daños en 49.560,61 euros, 
según desglose que recoge. 

 
Según reiterada jurisprudencia “el contrato de obras es típicamente un 

contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el Reglamento, al 
desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los preceptos 
mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir tanto los 
plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general o final 
para su total realización. Ítem más, para la constitución en mora del 
contratista no se requiere interpelación o intimación previa por parte de la 
Administración; hasta tal punto que una racional presunción de incumplimiento 
del plazo final, deducido de la conducta del contratista en el desarrollo de la 
obra permite a la Administración optar por la resolución del contrato” (entre 
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otras, sentencias del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1989, 14 de julio 
de 1986 y 12 de marzo de 1992). 

 
La contratista, por su parte, se opone a la resolución culpable del 

contrato en su escrito de alegaciones de 3 de febrero de 2023. 
 
Tal y como se ha relatado en los antecedentes de hecho, previamente, 

mediante escrito de 26 de mayo de 2022, la contratista solicitó la revisión de 
precios al amparo del artículo 205 de la LCSP y, subsidiariamente, la 
resolución contractual de mutuo acuerdo. 

 
Es cierto que la Administración no ha dictado resolución expresa, 

denegando o admitiendo tal solicitud, lo cual ciertamente merece el reproche 
por parte de este Consejo Consultivo. Pero tal circunstancia no faculta en 
ningún caso a la contratista para suspender unilateralmente la ejecución de 
las obras, ya que ésta viene obligada a ejecutar la prestación que constituye 
el objeto del contrato, en los términos y dentro de los plazos señalados en 
los pliegos que, conviene recordar, no han sido impugnados. 

 
Ha de señalarse que la Administración ostenta la prerrogativa de 

modificar los contratos administrativos, siempre por razones de interés público, 
tal y como recoge el artículo 190.1 de la LCSP: “Dentro de los límites y con 
sujeción a los requisitos y efectos señalados en la presente Ley, el órgano de 
contratación ostenta la prerrogativa de interpretar los contratos administrativos, 
resolver las dudas que ofrezca su cumplimiento, modificarlos por razones de 
interés público, declarar la responsabilidad imputable al contratista a raíz de 
la ejecución del contrato, suspender la ejecución del mismo, acordar su 
resolución y determinar los efectos de esta”; y por tanto, no vendría obligada 
a asumir la modificación planteada por el contratista.  

 
Además, no consta en la documentación remitida a este Consejo que 

la contratista haya impugnado en la vía contencioso-administrativa la 
desestimación producida por silencio administrativo. 

 
También es reseñable que la solicitud de revisión de precios y, 

subsidiariamente, de resolución de mutuo acuerdo es posterior al abandono 
efectivo y unilateral de las obras, que, según el informe de la dirección 
facultativa de las obras de 9 de septiembre de 2022 (documento 33 del 
expediente), se produjo a finales de marzo de 2022. En concreto señala: “La 
constructora dejó de realizar trabajos en obra desde aproximadamente el 23 
de marzo de 2022”. 
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Y si la Administración no viene obligada, en virtud del artículo 205 de 

la LCSP, a tramitar y resolver la modificación en los términos planteados por 
la contratista, otro tanto puede decirse de la resolución contractual de mutuo 
acuerdo. Esta posibilidad se encuentra recogida en el artículo 212.4 de la 
LCSP, que establece que “La resolución por mutuo acuerdo solo podrá tener 
lugar cuando no concurra otra causa de resolución que sea imputable al 
contratista, y siempre que razones de interés público hagan innecesaria o 
inconveniente la permanencia del contrato”. Pues bien, tal y como se 
desarrollará posteriormente, y se deduce de la documentación obrante en el 
expediente, parece que sí existen causas de resolución atribuibles a la 
contratista, por lo que no sería posible una resolución contractual en tales 
términos. A este respecto, este Consejo Consultivo comparte el criterio del 
Consejo de Estado, que ha venido sosteniendo de manera inveterada que el 
fin público y de satisfacción de intereses generales a que obedece todo 
contrato administrativo impide a la Administración contratante que, cuando 
conste una causa de resolución del contrato por dolo o culpa de la 
adjudicataria, pueda acudir a la vía del mutuo disenso como forma de 
extinguir el contrato (por todos, Dictamen 7/2015, de 5 de febrero, de este 
Consejo). 

 
En relación con lo anterior, también se alega por la contratista que “La 

resolución se produce 2 meses después de la presentación, por parte de esta 
mercantil, de un escrito con fecha 26 de mayo, donde se solicita la rescisión 
del contrato sin la incautación de la garantía debido al desequilibrio económico 
financiero del contrato administrativo originado por causas sobrevenidas e 
imprevisibles con posterioridad al momento de la formulación de los Pliegos 
derivada de una incontrolada subida de precios en todos y cada uno de los 
elementos de producción que determinan el coste del suministro y prestación 
de servicio objeto del contrato (…)”; y que “El contrato administrativo que 
nos ocupa reúne tanto el requisito general de circunstancia sobrevenida e 
imprevisible desconocida al momento de la licitación, como de las tres 
condiciones acumulativas. Nos encontramos ante circunstancias que el órgano 
de contratación no habría podido prever por más diligente que hubiese sido 
(…)”.  

 
Sobre esta cuestión ya ha tenido ocasión de pronunciarse este 

Consejo Consultivo (por todos, Dictamen 536/2022 de 2 de diciembre), que 
considera: “Asimismo, el contratista alude a que la crisis provocada por la 
pandemia de la COVID-19 y por el conflicto bélico en Ucrania ha provocado 
un incremento de las materias primas necesarias para la ejecución del 
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contrato, que se enmarcan en el riesgo imprevisible y no en el principio de 
riesgo y ventura del contrato. Frente a ello, recientemente el Consejo de 
Estado, en su Dictamen 769/2020, de 28 de enero de 2021, recuerda que `El 
principio de que los contratos han de realizarse a riesgo y ventura del 
contratista ha sido interpretado (entre otras muchas, por la Sentencia de 30 
de abril de 1999 del Tribunal Supremo, en la misma línea de otra de 20 de 
enero de 1984, del mismo tribunal) en el sentido de que asume el riesgo de 
poder obtener una ganancia mayor o menor, o incluso perder cuando sus 
cálculos están mal hechos o no responden a las circunstancias sobrevenidas 
en la ejecución del contrato. Se deriva de todo ello que el contratista asume 
el riesgo derivado de las contingencias que puedan sobrevenir en la prestación 
de los suministros, pues la obligación del contratista es una obligación de 
resultado, no de actividad´. En el contrato de obra la obligación principal es la 
de ejecutar la misma, no la del suministro de materiales, y su precio se fija 
en relación a la realización de la obra. Salvo fuerza mayor -que no concurre 
en ese supuesto-, la ejecución de la obra se realiza a riesgo y ventura del 
contratista”. 

 
En el supuesto analizado, ni siquiera existe un informe pericial que 

acredite la concurrencia de circunstancias de fuerza mayor. 
 
Por lo que respecta a la ausencia de justificación en el cálculo de los 

daños y perjuicios imputados a la contratista por la resolución contractual, 
consta como documento 9 del expediente un informe de 10 de julio de 2022 
emitido por la secretaria accidental del Ayuntamiento sobre la cuantificación 
de la indemnización, en el que se cifra en 49.560,61 euros más los posibles 
intereses. Esta cantidad estaría desglosada en los siguientes conceptos: 
mejoras propuesta no ejecutada, 24.743,40 euros; gasto contrato de servicios, 
4.174,30 euros; redacción nuevo proyecto, 3.509 euros; no ejecución en 
plazo (inflación), 6.684,92 euros; aumento coste nueva licitación, 7.713,37 
euros; y gastos de tramitación administrativa, 2.735,62 euros. Frente a ello la 
contratista simplemente se opone a tal liquidación e impugna expresamente 
las partidas que integran la pretendida cuantía de indemnización, sin aportar 
dato adicional alguno.  

 
Finalmente, sobre la concreta causa resolutoria contemplada en la 

letra f) del artículo 211.1 de la LCSP, existe una reiterada doctrina 
jurisprudencial (entre otras, sentencia del Tribunal Supremo de 10 de marzo 
de 1999) y del Consejo de Estado, en el sentido de que no basta cualquier 
incumplimiento contractual para que se produzca el efecto resolutivo, sino 
que ha de traducirse en una valoración del incumplimiento grave y de 
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naturaleza sustancial del contrato, al ser la resolución la consecuencia más 
grave que puede derivarse de esta circunstancia. 

 
Asimismo, tal y como mantiene el Tribunal Supremo en sentencia de 

14 de diciembre de 2001, la resolución por incumplimiento del contrato ha de 
limitarse a los supuestos en que sea patente “una voluntad rebelde a su 
cumplimiento, sin bastar el simple retraso, al requerirse una pasividad dolosa, 
culposa o negligente imputable al contratista, como ha venido exigiendo la 
jurisprudencia de esta Sala a tales efectos”. 

 
En este caso, el informe de la dirección facultativa de 2 de mayo de 

2022 indica in fine que la obra lleva parada por la contratista desde el 23 de 
marzo de 2022 sin justificación técnica, amparada en la duda del desarrollo 
económico de la misma, mientras que en el informe de 9 de septiembre de 
2022 se dice que “No se ha realizado acta de paralización definitiva conjunta 
por parte de la propiedad y la constructora, ni paralización definitiva oficial 
por parte de alguna de las dos partes, salvo la resolución del contrato por 
parte del Ayuntamiento el 19 de julio de 2022”, e insiste que “La constructora 
dejó de realizar trabajos en obra desde aproximadamente el 23 de marzo de 
2022”.  

 
Por su parte, el informe de valoración de los daños y perjuicios de 10 

de julio de 2022 recoge que el 8 de abril “qqqq, S.L., presenta la 1ª 
Certificación de la obra de Construcción del Centro Social de cccc por un 
importe de catorce mil cuatrocientos treinta y siete euros con setenta y dos 
céntimos (14.437,72 euros), la cual se encuentra pendiente”. El importe de 
adjudicación del contrato asciende a 424.979,11 euros, más 89.245,61 euros 
en concepto de IVA, siento la cuantía total de 514.224,72 euros.  

 
Así, en la cláusula séptima del PCAP se indica que “El plazo máximo de 

ejecución será de doce (12) meses” y que “El inicio del plazo de ejecución de 
las obras comenzará con el acta de comprobación del replanteo (…)”. 

 
La fecha del acta de comprobación del replanteo, por su parte, es de 

24 de febrero de 2022. 
 
Con todo ello, puede considerarse, ante tal abandono unilateral de las 

obras, que se ha producido el incumplimiento de la obligación principal del 
contrato (211.1.f de la LCSP) y que, en realidad, durante la vigencia del 
contrato solo se ha ejecutado un pequeño porcentaje del presupuesto de 
obra (en concreto un 2,8 %). 
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Como última cuestión, llama la atención de este Consejo que tanto la 

contratista como la dirección facultativa de la obra se refieran a un supuesto 
informe presentado por aquella ante la Administración el 23 de marzo de 
2022 “`con la intención de demostrar los incrementos que tenemos a día de 
hoy en algunos materiales puntuales y en otro caso partidas completas como 
Instalaciones y Carpinterías´. En dicho informe, la constructora solicitaba el 
aumento de precios y por tanto presupuestos en base a las subidas que 
habían detectado de 128.278,46 euros. Un incremento total del 36 % (el 
propio informe de la dirección facultativa sobre la solicitud de revisión de 
precios lleva por fecha el 2 de mayo de 2022)”. Y, sin embargo, tras 
requerirse de dicha documentación por este Consejo, el Ayuntamiento señale 
que: “En los archivos y registros de este Ayuntamiento no consta `El informe 
de 23 de marzo de 2022 presentado por el contratista «solicitando la 
modificación del contrato y actualizar los precios para restablecer el equilibrio 
económico de la obra y si no fuera posible, resolver el contrato de mutuo 
acuerdo» y «con la intención de demostrar los incrementos que tenemos a 
día de hoy en algunos materiales puntuales y en otro caso partidas 
completas como Instalaciones y Carpinterías», al que también se hace 
referencia en el informe de la dirección facultativa de 9 de septiembre de 
2022 (documento 33 del expediente remitido)´ al cual hacen referencia en su 
solicitud, no obstante, adjuntamos como doc. 1 informe de fecha 26 de mayo 
de 2022, (Registro de Entrada 2022-E-RE-605) el cual incluye la información 
solicitada, pudiendo tratarse de un error en las fechas”. 

 
5ª.- En cuanto a los efectos de la resolución, con carácter general, el 

incumplimiento culpable del contratista provoca la incautación de la garantía 
constituida, en los términos previstos en el artículo 110.d) de la LCSP, y la 
indemnización de los daños y perjuicios que hayan podido ocasionarse a la 
Administración contratante por la actuación del contratista, en lo que exceda 
de dicha garantía, de conformidad con el artículo 213.3 de la LCSP.  

 
Todo ello sin perjuicio de la liquidación de la obra ejecutada que 

proceda conforme al artículo 246.1 de la LCSP: “La resolución del contrato 
dará lugar a la comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas 
con arreglo al proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del 
contratista (…)”.  

 
El mencionado artículo 213.3 de la LCSP ha de ponerse en relación 

con el 113 del RGLCAP, que dispone que “En los casos de resolución por 
incumplimiento culpable del contratista, la determinación de los daños y 
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perjuicios que deba indemnizar éste se llevará a cabo por el órgano de 
contratación en decisión motivada previa audiencia del mismo, atendiendo, 
entre otros factores, al retraso que implique para la inversión proyectada y a 
los mayores gastos que ocasione a la Administración”.  

 
Para su fijación, si procede, deberá tenerse en cuenta la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo, que ya en sentencia de 9 de diciembre 
de 1980 declaró que debe “(…) tenerse presente en esta materia de 
indemnización de daños y perjuicios la constante jurisprudencia que exige al 
que pretende hacer efectivo tal derecho que acredite la existencia real y 
efectiva de los daños, pues sólo podrán ser tomados en consideración 
aquellos perjuicios efectivos sufridos que estén suficientemente demostrados 
por cálculos obtenidos de datos fundados en valores reales y no meramente 
hipotéticos de resultados posibles pero no seguros”.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa:  
 
Procede resolver el contrato de obras de construcción del centro social 

de cccc, suscrito entre el Ayuntamiento de xxxx y qqqq, S.L.  
 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


